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LOS PREMIOS EN TIERRAS FISCALES, POR SERVICIOS MILITARES DE LOS GUERREROS DEL PARAGUAY Y SERVIDORES DE LA FRONTERA SANTAFESINA. UNA LECTURA DE SUS FUENTES.

Julio del Barco.

Liliana Montenegro de Arévalo.

INTRODUCCIÓN

El Gobierno de la Provincia de Santa Fe a partir de 1865 se propuso premiar, mediante el otorgamiento gratuito de tierras fiscales, a los jefes, oficiales y soldados que hicieron la campaña al Paraguay,  a los contingentes con que la provincia contribuyó a la formación del Ejército Nacional, que sirvieron en las fronteras Norte y Sur; y a los militares que habían revistado en la provincia. Con ello se adelantó en dos décadas a la iniciativa nacional en esta materia.

Los gobiernos provinciales que se sucedieron desde  Nicasio Oroño (1865-1868) hasta  José Bernardo Iturraspe (1898-1902) fueron los responsables de las decisiones adoptadas en materia de concesión de tierras fiscales, no sólo con este propósito.  

Como la mayor parte de las tierras entregadas en concepto de premios militares, no permaneció en poder de sus tenedores, sino que pasó a otros poseedores, importa conocer la magnitud de este proceso en términos cuantitativos, y la correlación de las variables cedente-cesionario que este fenómeno conlleva. Tal es la finalidad de la presente colaboración. 


Para ello nos hemos propuesto como primer objetivo la identificación de las fuentes documentales oficiales, estableciendo una triangulación conforme a su tipología y procedencia.


Una vertiente está conformada por los expedientes tramitados inicialmente ante la Escribanía de Gobierno y luego ante el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, solicitando merced de tierras por servicios  militares. Una segunda, la integran los documentos de Contaduría. Y la tercera fuente proviene de los documentos producidos por el Departamento Topográfico, dependiente de la Dirección de Obras Públicas, para dar cumplimiento a la legislación en la materia que comienza a generarse, a partir de 1865 hasta comienzos del siglo siguiente. 


Esta última fuente es especialmente útil para aproximarnos al universo de los beneficiarios, que se compone de quinientos cuarenta y cuatro militares o sus descendientes. Ese universo se decanta y reduce en la medida que la burocracia genera mecanismos de control para asegurar la autenticidad de los beneficios otorgados. Esto trae aparejado la tarea no siempre fácil de certificar los servicios militares, sobre todo cuando opera el transcurso del tiempo de la acción guerrera.


El segundo objetivo responde al propósito de determinar los destinatarios finales    de los beneficios militares, variable que se identifica con el fenómeno de los cedentes y cesionarios; y beneficiarios-cesionarios. Esta variable se relaciona con el régimen de tenencia de la tierra, instalando la pugna por la subsistencia entre el sistema latifundista heredado y las alternativas de renovación que ofrece el implante de una economía granjera, a la que podía dar lugar el reparto de tierras a los veteranos de guerra.

Muchos de aquellos militares o sus descendientes que pudieron ejercer sus derechos sobre tierras fiscales, se encontraron frente a la disyuntiva de tener que venderlos. En algunos casos, por carecer de medios para su explotación, o para asegurarse una utilidad inmediata. Aparece entonces la variable de los cedentes y cesionarios. El cedente es el militar o su descendiente, que vende sus derechos; y el cesionario es el nuevo beneficiario, no siempre el definitivo, que adquiere el derecho. 
Estas operaciones se tornan complejas, y esta complejidad se acentúa por el entramado de relaciones parentales y amicales que existe entre los cesionarios, donde las acciones están condicionadas por la sociedad, la política y el poder.

La problemática de los derechos militares, por su proyección en el tiempo, involucra un volumen  informativo cuantioso y las posibilidades que ofrece como campo de investigación es vasto; por lo que queda abierta la posibilidad para que nuevas investigaciones enriquezcan el presente aporte.

Derechos militares, premios, beneficios, privilegios, cesiones o donaciones?

El abordaje de la cuestión planteada hace necesario precisar algunos conceptos.

Derecho militar es el conjunto de normas que regulan las obligaciones, deberes y derechos de la gente de guerra, milicia o estado castrense, y de los particulares cuando, por especial naturaleza, corresponde conocer al fuero de guerra.  

Premio tiene en el lenguaje jurídico diversas acepciones. Unas veces se emplea como prima, y otras como un valor mayor que se da para la estimación o calidad de una cosa. De aquí que premio sea sinónimo de recompensa, aumento de utilidad, resarcimiento de riesgo, estimación, total, etc.  

Beneficio es el bien que se hace o se recibe. Jurídicamente, el beneficio es un privilegio concedido por la ley a algunas personas para realizar ciertos actos que les favorecen.

Así ha podido ser definido como “el privilegio que la ley otorga a distintas personas, que se hallan en una situación jurídica especial, para que se contrarresten debidamente los perjuicios que tal condición pudiera originarles.”

Privilegio La situación especial de derecho que se concede a una persona, de la que no gozan otras. Frente a la regla de la igualdad de la ley para todos, los privilegios constituyen una excepción, que sólo en los casos previstos por el legislador tiene aplicación.

En el Derecho Civil las cesiones o donaciones que recibieron estos militares pueden considerarse como Liberalidades ya que aquí aparece el otorgamiento de un beneficio en forma gratuita. Estos beneficios se otorgaron no como una retribución o contraprestación sino como expresan los documentos, como un premio. Decimos sin contraprestación ya que estos servicios militares se prestaban como una carga pública derivada de la misma Constitución Nacional.

Otro concepto afín sería el de Cesión o Concesión. Este último es el término que se usó para otorgar gratuitamente parcelas de tierras en los primeros tramos de la Colonización. Ej. Esperanza y San Jerónimo. El término Concesiones se sigue usando para esas parcelas de 33 Ha..

Fronteras.

Del dominio español se heredó la tradición de premiar con tierras a los partícipes de las epopeyas en la ocupación del espacio, en su lucha contra el infiel, ya sea el sarraceno o el aborigen americano.
La Provincia de Santa Fe enfrentó, desde sus mismos orígenes, hasta fines del siglo XIX, el problema de las relaciones con el aborigen. Así fue que por 1819 sólo 12.000 km2 de los 132.500 del total de la Provincia, estaban en manos de las autoridades de la jurisdicción gubernamental.

En el año 1858, en oportunidad de organizar el gobierno de la Confederación Argentina la defensa en la línea de frontera sobre el Chaco, Urquiza nombra Comandante en Jefe al Coronel D. Alfredo M. du Graty y se destinan  a cada uno de los puntos que deben ocupar las guarniciones de la nueva frontera y a la colonización espontánea de esos lugares, un área de dos leguas.

Se autoriza al Comandante General de la frontera para que solicite, por medio de los gobiernos de las provincias de Santa Fe, Córdoba, Santiago del Estero y Tucumán, la cooperación de sus respectivos habitantes para el fomento de la colonización de la nueva línea de frontera, mediante donaciones, de dinero y hacienda, destinadas a las habilitaciones de familias del país y extranjeras, que quisieran poblar en las cercanías de los fuertes.
 

Hacia 1864, año que nos interesa, la frontera norte santafesina no se extendía mucho mas allá de las actuales poblaciones de San Javier, San Justo y San Cristóbal, más  Sunchales por el oeste en los límites con Córdoba y Santiago del Estero. Esta línea irregular estaba jalonada por fortines, levantados por Estanislao López en sus campañas de la década de 1830  y estaba destinada a contener a los aborígenes mocovíes y abipones, “montaraces” en la jerga de la época, que penetraban a través del Chaco y Santiago del Estero.

En el citado año de 1864 Nicasio Oroño daba a conocer el avance de la frontera norte que hacía recuperar a Santa Fe más de 500 leguas cuadradas de territorio, el más fértil y precioso de la provincia. La nueva línea establecida sobre una extensión de 38 leguas, que principiaba en San Javier y terminaba en Los Corrales
 (actual departamento Las Colonias), era la mejor de toda la República. Tenía diez fuertes inexpugnables y sólidamente construidos,  otros tantos cañones, como 600 hombres de guarnición y un tren completo para su servicio.

     En cuanto a la frontera sur, su misión era limitar el ingreso de las etnias pampas de araucanos y ranqueles.  “En el sur la línea de fuertes, continuación de la de Buenos Aires, mantenía en Melincué su primer baluarte, comunicado con el de Federación, último de aquella Provincia; continuaba luego por la Horqueta del Saladillo y la vieja Guardia de la Esquina (San José de la Esquina)” 

Hacia 1875 la segunda línea de la Frontera Norte de la Provincia, la integraban 225 hombres. Mientras que la segunda línea de la Frontera Sud, había movilizado a 50 Guardias Nacionales y una compañía del Cuerpo de Gendarmes de la Ciudad de Rosario.

     
Los beneficiarios de tierras cumplieron servicios en estos lugares, sin bien muchos no fueron habitantes “fortineros” sino que pertenecieron a destacamentos o cantones ubicados muy cerca de la Capital, como el del Coronel Denis, de San Jerónimo del Sauce y muchos otros residentes en Santa Fe, como el del coronel Pedro Rodríguez del Fresno y sus hermanos los oficiales Francisco y Mariano; y en general los militares de graduación más alta.

 La guerra  del Paraguay (1865-1870).

Es la frontera un área de interrelación dinámica entre sociedades distintas, una frontera que de ninguna manera es un “espacio vacío”, es un espacio que se construye intentando ser ocupado.
.
Entre los años 1865 y 1870 la cuenca del Río de la Plata fue escenario del enfrentamiento entre los países ribereños de sus grandes ríos. Por un lado los países integrantes de la Triple Alianza: Argentina, Brasil y Uruguay, y Paraguay por el otro, protagonizaron una guerra que dejó como saldo un Paraguay exhausto y sin posibilidades de recuperación.

     
En mayo de 1865 el Congreso Nacional autorizó al ejecutivo para la contratación de un empréstito en el exterior de $f. 12.000.000, efectivizado con la casa Baring
;  para la  formación de un ejército de 25.000 hombres para esta guerra. De éstos, 15.000 serían provistos por las provincias
. 

El decreto del 27 de abril de 1865 fijaba la siguiente proporción: el departamento Rosario debía dar trescientos soldados, y doscientos la Capital, Coronda y San José. Sólo Rosario dio las quinientas plazas pedidas. Además Nicasio Oroño comenzó a reclutar los hombres necesarios, para cumplir con el decreto nacional del 19 de abril, que fijaba en cien hombres el aporte con que Santa Fe debía contribuir al Ejército de Línea.

El 14 de julio se dispone la formación de un batallón de reserva, de 500 plazas.
 En el mismo mes de julio, a cuatro meses de iniciada la guerra, la provincia de Santa Fe había enviado a la campaña del Paraguay un escuadrón de Artillería; dos batallones de Infantería (“Santafesino” y “Libertad”), el regimiento de caballería “Blandengues de Belgrano”, constituido por ciudadanos de Rosario y Santa Fe y por indios mocovíes, y el Plantel de Voluntarios Santafesinos, que lo hizo después.
  

En septiembre, a escasos meses de marchar los contingentes santafesinos al frente de operaciones, se sanciona la ley otorgando las tierras, cuando la guerra estaba en sus tramos iniciales. A diferencia de Buenos Aires en que la guerra fue tomada como causa nacional por la clase dirigente que no dudó en incorporarse, en el interior fue impopular, por lo que hubo enormes cantidades de deserciones. Los beneficios postulados por esta ley fueron un incentivo para la incorporación de los guerreros a las filas que habrían de concurrir al frente.

También se los exime del pago de la contribución directa “mientras durara la ausencia de los titulares en campaña”. 

Las listas de revista del Regimiento 1° de Mayo cuyo destino fue “P.” [Paraguay] para los años 1863 a 1865 oscilaron entre 197 y 261 componentes. 

El 21 de enero de 1870 regresaron a Rosario las unidades santafesinas. El 1° de Santa Fe, que partiera con 564 plazas, regresó con 175, y el “Rosario” en cuyas filas revistaban 600 soldados, regresó con 212 sin incluir jefes y oficiales.

Aquellos que recibieron tierras en San José de la Esquina, no siempre se debieron a los servicios prestados en la Frontera Sur, sino a la Campaña del Paraguay, lo que implicaría una coincidencia en la elección del lugar, conforme posibilidades que brindaba la normativa de 1870.

Marco legal

Antecedentes en la legislación especial. dos beneficiarios notables: Estanislao López y Justo José de Urquiza.

El 4 de mayo de 1835 la Sala de Representantes tributa honores al Brigadier General D. Estanislao López, “ciudadano benemérito en grado heroico”.  Se le acuerda: 1° el título de Restaurador del Norte. 2° Una medalla de oro en que estaban grabadas las armas de la provincia y la inscripción: “La provincia de Santa Fe al Restaurador del Norte.” 3° Una suerte de estancia de tres leguas de frente y cuatro de fondo, dejando a su elección el lugar. (32.398 Ha.).

Una Comisión de la Sala se encargaría de entenderse con el premiado para consultar el lugar que señale la suerte de estancia. Serían de cuenta del Estado los gastos necesarios al cumplimiento de ambos premios.

Durante el segundo gobierno de Juan Pablo López, la ley del 4 de septiembre de 1857, dona al general Justo José de Urquiza un campo de 53.996 Ha. (Soledad - San Cristóbal).  Se trata de un premio que la provincia otorga a Urquiza por su participación en  la caída del gobierno de Juan Manuel de Rosas, y en la posterior organización nacional. Esta ley fue posteriormente ratificada por el gobierno de su sucesor Nicasio Oroño.

Las leyes generales

La campaña del Paraguay

La Cámara de Representantes el 18 de septiembre de 1865, autoriza al Poder Ejecutivo, ejercido por Nicasio Oroño para distribuir diez leguas de terreno de propiedad fiscal, entre los jefes, oficiales y soldados que hicieran la campaña al Paraguay, y en los contingentes con que la provincia contribuyó a la formación del Ejército Nacional.

La distribución se haría en la proporción siguiente: 1° a los Coroneles, una legua de frente por una de fondo; 2° a los Tenientes Coroneles, cincuenta cuerdas de frente por cincuenta de fondo; 3° a los Sargentos Mayores, cuarenta por cuarenta; 4° a los Capitanes, treinta por treinta; 5° a los Tenientes y Alférez, veinte por veinte; 6° a los soldados, diez por diez. 

Los que recibieren terrenos tenían la obligación de poblarlos en el término de un año, construyendo en ellos una habitación, y no podrían enajenarlos sino después de un año de residencia continua en su respectiva propiedad.

La ubicación de los terrenos tendría que ser la mitad en el departamento del Rosario, entre el cantón de Melincué y la Guardia de la Esquina; y la otra mitad en el intermedio de los cantones de la frontera Norte, debiendo hacerse por cuenta del Tesoro de la provincia la mensura y distribución de dichas tierras.

Con relación a esta ley, el 15 de febrero de 1870 Simón de Iriondo emite un decreto cuyo objetivo sería el de asegurar que el “premio” llegue a los “soldados cuyo mérito trata de premiarse”, que son “los que han soportado todas las fatigas de la campaña hasta que por disposición del Exmo. Gobierno de la Nación acaban de llegar a sus hogares”. Por eso aun cuando la ley ha señalado la mitad de esa tierra en el Departamento de la Capital, y la otra mitad en el del Rosario, su espíritu es el de donarla a cada uno en el lugar que haya elegido para su residencia.

Las fronteras norte y sur.

Contemporánea a la ley de premios de la Campaña al Paraguay, se destinan diez leguas de terreno fiscal para que sean distribuidas entre los jefes, oficiales y tropa que sirvieran o hubieran servido en la Frontera Norte de la provincia, y que acreditaren haber permanecido en ella más de cuatro años.

La distribución se haría en la misma forma que la anterior, pero la población se reducía al término de seis meses, siendo menores las obligaciones derivadas de ella ya que los obligaba cuando menos a la construcción de un pozo de balde y un cerco de madera fuerte. No podrían enajenarlos sino después de cuatro años de residencia continuada en su respectiva propiedad.   

En este caso el Poder Ejecutivo debía determinar la ubicación de los terrenos en los puntos que considerara convenientes, corriendo por cuenta del Tesoro de la Provincia los gastos que la operación demandara.

El decreto del 23 de julio de 1866 ubica los terrenos entre el Río Salado y el arroyo Cululú Grande, al Norte de la Capital, exceptuadas las propiedades particulares. Desde el límite sur de la colonia proyectada en el arroyo San Antonio, se debía trazar un camino de cincuenta varas de ancho hasta la colonia Esperanza.

La ley del 23 de agosto de 1866 autoriza al poder ejecutivo para conceder terrenos en propiedad perpetua, en los cantones de los Sunchales y Cayastacito, a los individuos o familias nacionales o extranjeras, que pretendiesen poblarlos. En cada uno de estos puntos, se destinan veinte leguas cuadradas, o sean cinco de frente por cuatro de fondo; debiendo ubicarse sirviendo el cantón de centro de ellas y a rumbos cardinales.

Las asignaciones que se hicieran no debían exceder, en tierras de pan llevar, de una suerte de chacra de veinte cuadras cuadradas, de ciento cincuenta varas por costado; en las tierras de pastoreo, en dos, y mil varas de frente con seis mil de fondo; y el solar que se destinase para pueblo, de cincuenta varas de frente y cincuenta de fondo.

Los títulos de propiedad serían extendidos a los individuos o familias que hubiesen llenado las condiciones de población o labranza establecidas.

Las concesiones, ya fueran suertes de chacra o de estancia, no podían hacerse a individuos de una misma familia, a menos que fuesen emancipados y que por sí mismos pudieran llenar las condiciones de población.

Tenían preferencia en la concesión, los individuos o familias ya establecidos en esos puntos; y los que habían servido en la Frontera, a quienes no comprendían las disposiciones de la ley del 18 de septiembre del año 1865. En segundo lugar, los que se establecieran, siendo casados, nacionales o extranjeros.

La ley del 1° de septiembre de 1866 destinó, de los terrenos baldíos situados al sur del pueblo de San José de la Esquina
 diez y cuarta leguas cuadradas para remunerar a los jefes y oficiales que se hallaban cumpliendo servicio en ese punto, o que pudieran acreditar haber servido en aquella Frontera por el término de cuatro años. Los terrenos fueron divididos y distribuidos en la misma forma, condiciones y proporción a la ley del 18 de septiembre de 1865 para los jefes y oficiales de la frontera norte de la provincia.

En el año 1869 Simón de Iriondo se dirige al agrimensor Carlos de Chapeaurouge respecto de las suertes que deben medirse para los jefes y oficiales que prestaron servicio en la Frontera Norte “Las suertes deben medirse de manera que tengan su frente al Sur en la línea de frontera y sus fondos al Norte ocupando las mayores suertes el cantón y los puntos más próximos.”
 

Diez años más tarde, siendo gobernador de la provincia Simón de Iriondo, la legislatura estableció que de las tierras que no se hubieran adjudicado por el ejecutivo en uso de la autorización concedida por ley del 24 de agosto de 1866, se deduciría el área en que se hubiera excedido,  por las leyes del 18 de septiembre de 1865.

El resto de la superficie debía distribuirse donde el ejecutivo lo encontrara conveniente, con el objeto de formar centros de población en tierras fiscales en la proporción y condiciones establecidas por leyes vigentes.

Para optar a los beneficios de esta ley se debía estar en las mismas condiciones que las establecidas en la del 18 de septiembre de 1865 o haber prestado servicios militares en la provincia durante cinco años consecutivos, o realizado alguna de las campañas que en ese tiempo hubieran sido necesarias para mantener la paz de la república o el orden de la provincia.

La ley de tierras de 1884

La solución definitiva a la cuestión general de las tierras en la provincia, que trajo la ley del 28 de octubre de 1884, prohibió al Poder Ejecutivo efectuar donaciones gratuitas, remunerativas o con cargos sin la autorización correspondiente de la Legislatura. Como una excepción a esta medida se contemplaron aquellos casos que hasta la promulgación de la ley estuvieran comprendidos en algunas de las leyes del 18 de septiembre de 1865 (cesión de derechos militares), y del 17 de septiembre de 1879 (premios en la frontera norte) quienes tendrían derecho a que se les reconociera el beneficio obtenido. Las denuncias podían hacerse hacia fuera de la línea de frontera de 1865. 

Suspensión de los beneficios

La ley del 15 de octubre de 1889, deroga las leyes que acordaban premios o recompensas por servicios militares. En los casos que al poder ejecutivo se solicitaren indemnizaciones de tierras, debía alegar la prescripción cuando existiese, de acuerdo con las normas del Código Civil. Si resultase que el poder ejecutivo debiera acordar alguna indemnización de tierra, lo debía hacer con fondos públicos al 5% de interés y el 1 % de amortización acumulativa. El ejecutivo quedaba autorizado para crear los fondos públicos necesarios. Los gastos que demandare la ejecución de lo dispuesto se pagarían con el producto de las tierras fiscales. El servicio de los fondos públicos se haría con el producido de la venta de tierras y déficit que hubiere de rentas generales.

En la nación, debido a una iniciativa del Estado Mayor del Ejército, el presidente Sáenz Peña señala en 1894 término legal para presentar solicitudes por premios y recompensas; pero en 1897, a raíz de una presentación reclamando diploma acordado por la Ley a los Guerreros del Paraguay, su sucesor Uriburu declara que no tiene término el derecho de presentar reclamaciones de premios y recompensas por las campañas de guerra.

Las compensaciones

Años después, siendo gobernador Juan Bernardo Iturraspe y vicegobernador Desiderio Rosas, la ley del 15 de septiembre de 1899
, autoriza al ejecutivo para pagar en títulos de la “deuda interna consolidada”
 los derechos por servicios militares que hubiesen sido legalmente reconocidos. El valor de la hectárea donada se estimó en cinco pesos moneda nacional.

Las denuncias de tierras fiscales existentes en tramitación debían ser cumplidas en el término de tres meses de la fecha de la ley, cualquiera que fuese el estado en que se encontrasen.

Los acreedores a los derechos, deberían hacer sus gestiones, en el término de un año, pasado el cual perderían los beneficios que les acordaban las leyes anteriores, quedando en consecuencia sometidos en todo, a los efectos del artículo 1° de la ley del 15 de octubre de 1889.

Según Presupuesto del Ejercicio Económico de 1899 al 28 de febrero de 1900, se pagaron en Títulos por concepto de Servicios Militares 7.409,56 pesos
, equivalentes conforme alcances de la ley respectiva a 1.481,912 hectáreas.

Una presentación conjunta del año 1887.

Hasta el año 1887 las presentaciones se hacían ante la Escribanía de Gobierno, iniciándose a partir de esa fecha ante el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto. 

En dicho año, anticipándose a la derogación de los privilegios militares que se producirían dos años después, siendo gobernador José Gálvez,  José Ramón Espíndola en nombre de 22 jefes, oficiales y en el propio, solicita merced de tierras por servicios militares. Las presentaciones las realiza el escribano público Francisco Clucellas, ante el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto
.

Militar
Grado
Beneficiario
Parentesco
Servicios prestados

Acosta, Javier
Capitán
Interesado

Servicios militares

Alvarez, José Antonio
Teniente
Alvarez, Juan
Hijo
Servicios militares y Frontera norte

Barco, José 
Teniente Coronel
Roldán de Barco, Francisca
Esposa
Servicios militares

Bogarín, Félix
Capitán
Interesado

Campaña contra el Paraguay en el Batallón santafesino

Delgado, Ignacio
Capitán
Delgado, Mercedes y Lucinda
Hijas
Frontera Norte

Denis, Feliciano
Teniente Coronel
Interesado

Frontera Norte

Denis, Nicolás
Coronel
Denis, Feliciano
Hijo
Servicios militares

Derachiqui, Benito
Capitán
Sequeira de Derachiqui, Jerónima
Esposa
Frontera Norte y en la provincia

Díaz, Matías
Coronel
Díaz de Anzorena, Ana
Hija
Servicios militares

Herrero, Benito
Coronel
Interesado

Frontera Norte

Jacal, Natalio
Capitán
Interesado

Servicios militares en la provincia

Lescano, José
Teniente
Interesado

Frontera Norte

Lescano, Pedro
Capitán
Lescano, José
Hijo
Frontera Norte y provincia

Leiva, Juan Benito
Alférez
Ríos de Leiva, Anita
Esposa
Servicios militares

López, Juan Pablo
Teniente General
Cardoso de López, Josefa.

López, Pablo A. y López de Hernández, Antonia.
Esposa e hijos
Servicios militares en la provincia

Mena, Miguel
Capitán
Interesado

Servicios militares en la provincia

Méndez, José Ramón
Coronel
Méndez de Perazo, Mercedes
Padre
Frontera norte

Méndez, Plácido
Capitán

Interesado
Frontera norte y otros puntos

Olmedo, Matías
Coronel
Interesado

Servicios militares

Olmedo, Venancio
Coronel
Olmedo, Matías
Hijo
Servicios militares

Quinteros, Gregorio
Capitán

Batallón santafesino
Quinteros, Rosario
Hijo
Campaña contra el Paraguay

Reyes, José
Capitán
Roldán de Barco, 

Francisca

Frontera norte
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Hilario Zabroso a cargo de la Inspección de Armas
 informa que en esa oficina no constan ni los grados ni los servicios que se invocan excepto algunos de ellos. Para justificarlos era necesario se procediera por la parte adjuntando los Despachos, como disponía la ley del 27 de octubre de 1884, y con los informes de los Jefes a cuyas órdenes sirvieron, no correspondiendo los certificados que se adjuntaban en el expediente. 

Con respecto al Jefe Nacional, Coronel Matías Olmedo manifiesta que conforme a ley del 21 de agosto de 1865, se le concedió merced a D. Matías Olmedo de una suerte de estancia de media legua de frente por dos de fondo, ubicada en los “Cerrillos” sobre el río Calchines. 

Del resto de los aspirantes se encuentran acreditados en la Inspección de Armas de las clases que se invocan: el Teniente Coronel Feliciano Dias –sic- Sargentos Mayores José Mariano Salteño y Francisco Salteño, y los Capitanes Miguel Mena, Javier Acosta y Natalio Facal, pero para justificar los servicios que se invocan era menester observar la forma que determina la ley de 1884, mandando que informen los Jefes, (que por lo menos debían ser dos) a cuyas órdenes sirvieron, con prescindencia de otros jefes que la ley no autorizaba para otorgar certificados.

Aclara que las leyes de 1865, sobre servicios de frontera, y la de 1879, por servicios a la Provincia, no confieren la facultad de heredar los derechos que ellas acuerdan, ni sus beneficios alcanzan a los que estaban muertos al tiempo de su sanción. Estas leyes son diferentes a la de 1865, por la Campaña del Paraguay, que en caso de muerte de aquellos que hubiesen adquirido derechos, se podía tramitar la donación que acordaba a los herederos legítimos.  

Con respecto al fallecido Gregorio Quinteros, se considera necesario ordenar los informes correspondientes para comprobar que este hiciera la Campaña del Paraguay en la clase que se le menciona.

Pasado el expediente al Fiscal del Estado, Juan Francisco Seguí, el hijo del constituyente
, dictamina que a juicio de ese ministerio el apoderado ha justificado debidamente los grados y servicios de sus poderdantes y las observaciones que hace la Inspección de Armas no tienen fundamente.

En tres categorías pueden condensarse dichas observaciones: 

1° que los informes que se producen no son siempre otorgados por Jefes a cuyas órdenes hayan servido los que solicitan indemnización.

2° esta es especial para el coronel Matías Olmedo y

3° que la ley no dice que los sucesores disfruten de los beneficios otorgados a sus causantes.     

Respecto a lo primero replica que el espíritu de la ley no es limitar ni circunscribir los informes a solo los jefes bajo cuyas órdenes se sirvió, porque entonces muertos o desaparecidos éstos, queda burlado el precepto legal en su faz benéfica. Lo que se propone la ley es recoger noticias e informes en buenas fuentes y por ello indica a los superiores; pero en su defecto al Gobierno le bastan los certificados que expidan jefes conocidos de reputación intachable y probidad reconocida.

Menciona además ciertos casos como el del general Juan Pablo López
 y el coronel José Ramón Méndez
 cuyos servicios y grados militares son históricos y para la justificación de las cuales manifiesta que no hay necesidad de informe. 

“Por otra parte la inspección casi nunca tiene en su archivo constancia de ningún servicio militar por más notorio y público que sea: hay entonces que acudir a los jefes que sobreviven, que han sido compañeros de armas de aquellos servidores de la Patria y cuyo informe debe hacer prueba plena.

Por lo que hace al caso especial del coronel Matías Olmedo, ya ese Ministerio expuso opinión en un expediente promovido por dicho jefe por la misma causa.

La concesión que obtuvo dicho coronel por ley especial no lo inhabilita para acogerse a una ley general y posterior.  La primera fue una donación otorgado a Matías Olmedo (y así mismo lo expresa la ley) y la segunda habla de los jefes y oficiales y tropa que hayan prestado servicios en esta o aquella forma a su Provincia.

 ¿Los ha prestado el Coronel Olmedo? Sí, y muy buenos! Bien entonces debe ampararlo la ley.”

“En cuanto a la tercera categoría de observaciones que efectúa, la Inspección de Armas interviene indebidamente en la cuestión legal y como no le corresponde y es por su naturaleza incompetente, deshonra tristemente”.

Cuestiona que los beneficios no se consideren hereditarios y manifiesta que no es a las leyes provinciales a quienes corresponde marcar el derecho sucesorio; es a la ley nacional; el Código Civil lo ha señalado y está muy bien allí para que ahora venga nada menos que la “Inspección de Armas” a arruinarlo de imprevisto.

Así es que aun cuando la ley provincial hubiera dispuesto lo que asevera la Inspección (lo que es falso) esa disposición sería nula desde que vendría a limitar el derecho de disponer de sus bienes como el derecho de suceder –Materia reglada y legislada sabiamente por la ley Civil de la Nación.

En virtud pues de estos razonamientos y consideraciones legales (que ha hecho menester la insistencia de la Inspección en sus curiosas informaciones) recomienda a S.S. hacer lugar a lo que solicita el Sr. Espíndola.” 

En el año 1894 se vuelve a encontrar una presentación de José Ramón Espíndola solicitando copia de reconocimientos militares.
 Y prosigue sus gestiones en Escribanía de Gobierno para 1896, solicitando la ubicación de las tierras en San José de la Esquina y en Cayastá.
 Lo que significa que la cuestión aun no había sido resuelta.

En la presentación de José Ramón Espíndola del año 1887,  se detectan dos posiciones dentro del Estado para enfocar el tema. La postura de la Inspectoría de Armas que es negativa, basada en la inexistencia de antecedentes dado lo extemporáneo de las presentaciones por el paso del tiempo. El punto de vista positivo lo proporciona el Fiscal de Estado, asesor legal del gobernador y que es el criterio que prevalece. Seguí  es contemporizador. Sienta una posición benevolente, ya que asume la inexistencia de documentación, reconociendo la legitimidad de los derechos militares. Esta acción de prevalecer es una contribución al Derecho Administrativo. Participa del mismo espíritu sustentado en la nación por el presidente Uriburu en 1897.
 Los derechos de oficiales y suboficiales de la campaña del Paraguay y fronteras, en números.

En concepto  de Servicios Militares relativos a la Campaña del Paraguay se detectan, en Escribanía de Gobierno y Ministerio de Gobierno un total de 169 presentaciones ocurridas entre los años 1866 y 1896. 

El Departamento Topográfico dependiente de la Dirección de Obras Públicas produjo tres tipos de planillas, en un intento de obtener información calificada.

Las tierras se otorgan principalmente en departamentos marginales: San Cristóbal,  San Justo, San Javier y Caseros, excepcionalmente en La Capital. En este caso se trata de predios muy pequeños localizados en Santo Tomé y en la zona norte de la ciudad de Santa Fe. Casi no hay otorgamientos en los departamentos Las Colonias, Castellanos, Rosario, donde estaba en pleno desarrollo la instalación de colonias agrícolas. Y los actuales  departamentos del norte por la época eran absolutamente marginales. La densidad de beneficiarios es mayor en la frontera sudoeste de la provincia (Fortines Melincué y San José de la Esquina) departamento Caseros.

Registro Topográfico

Los registros del Departamento Topográfico anotan a 313 beneficiarios entre los años 1865-1935. La cifra, sin duda es mayor por la existencia de asientos con información múltiple. 

En cuanto al otorgamiento de la extensión territorial establecida por las leyes, éste se cumplió ampliamente: 192.151 Ha. (71,17 leguas cuadradas), frente a las 700.000 Ha. que representaban más de setenta colonias que progresaban en el territorio provincial y a las 5.256.700 Ha. adecuadas para el cultivo. 
 El 30 de noviembre de 1875 Cayetano Livi informa al Ministro de Gobierno que aunque las disposiciones de las leyes del 18 de septiembre de 1865 eran terminantes en cuanto a la extensión de tierras a distribuir, 10 leguas entre Rosario, Melincué y la Guardia de la Esquina para los guerreros de la Campaña al Paraguay, y la otra mitad en el intermedio de los Cantones de la Frontera Norte, no obstante entre Melincué y la Guardia de la Esquina se han distribuido como 18 leguas de terreno fiscal y otras fracciones más se han distribuido en el departamento La Capital entre los jefes oficiales y tropa que hicieron la Campaña del Paraguay sin destinar terreno ninguno para este objeto entre los cantones de la Frontera Norte.

Con respecto a las 10 leguas a los Militares de la Frontera Norte se dividieron sobre todos los puntos de la línea; sin embargo lo único que aparece haberse medido es el terreno ubicado entre el Cantón Belgrano y la Colonia Indígena y que abraza una superficie de 4 leguas y 361 milésimas de otra. De estos, muchos ya se habían adjudicado. Al sur de esta superficie se destinaron 2 leguas 833 milésimas de otra a Diego Rapela (oficial de la Guerra del Paraguay) y a José Jáuregui (oficial de la Frontera Norte. A J. P. Jobson 32.000.000 v2 en “La Pantanosa” y a Raymundo Oroño 16.000.000 v2 en “Los Cerrillos” en el Dpto. San José, lo que hace un total de 8 leguas 529 milésimas de otra.
 

Cedentes y cesionarios

Una gran parte de los militares que solicitaron beneficios cedieron sus derechos a personas que se convirtieron finalmente en destinatarios de los premios militares, de  tierras fiscales o valores.

Para un universo de ciento sesenta cesiones (160), se registran cincuenta y seis cesionarios (56). De la primera cifra treinta y cuatro  (34) corresponden a soldados. Treinta y dos soldados (32) y doce (12) suboficiales cedieron sus derechos militares sobre tierras a Hugo Mallet  y  éstas fueron ubicadas en el departamento General López, escriturándose el 10 de marzo de 1888. Ciento cuarenta y tres (143) corresponden a militares, el resto son operaciones realizadas entre cesionarios, transfiriendo saldos.

Por ejemplo Luis V. Alfonso y Bartolo Castelli, son cesionarios de siete (7) suboficiales, con 42.747.492 m2 en el departamento Gral. López. De esta superficie se ubicaron 18.630.168 m2.. El saldo de 24.117.324 m2  ubicado en el departamento Garay, fue transferido en 1890 a José M. Aragón (hijo). De esta extensión, un saldo de 15.767.599 m2. se cedió a Lucio M. Alzaga 1.635.146 m2 en el departamento Caseros y a Miguel Vindel 13.369.408 m2 en el departamento. San Cristóbal. A su vez Miguel Vindel transfirió en el año 1897, un saldo de 1.262.883 m2.,  sin ubicar, a Cipriano C. Coria, quién ya era cesionario del soldado Marcelino Giménez, en el departamento Las Colonias con una extensión de 749.946  m2. 

 
Fueron Cesionarios: Agustín Acosta, Luis V. Alfonso (y) Bartolo Castelli, José María Aragón (hijo), Cipriano Arteaga, Lucio M. Alzaga,  Luis J. Anadón, Aurelio Alsina, Agustín Acosta, Luis N. Blanco, Beck y Herzog, José M. Clusellas, Albino Crespo, Cipriano C. Coria, Juan C. Coria, José R. Espíndola, José F. Fernández, Manuel Fernández, Rodolfo Freyre, Agustín Iriondo, Urbano Iriondo, Juan B. Iturraspe, José Galiano, Rodolfo Gessler, Emilio  Goupillant, Emeterio M. Goncebate, Benito Herrero, Desiderio Lacueva, Andrés Ledesma, Luciano Leiva, Francisco Leiva, Pedro Larrechea, Aniceto López, Hugo Mallet, Salvio Montenegro, Régulo Martínez, Enrique P. Olivé, Manuel Obligado, Faustino Perazzo, Victoriano Rosas, Tiburcio Reyes y Hermanos, Teófilo Romang, José S. Rasche, Eudoro Rosas, Ignacio C. Risso, Domingo Regules, Antonio Risso, Agenor Rodríguez, Aparecido Santa Cruz,  Saralegui y Herraiz, Sixto Sandazza, Miguel Vindel, Pedro R. Viñas, Gumersindo Vázquez, Floriano Zapata, y Juan Manuel Zaballa. 

Beneficiarios convertidos en  cesionarios

De militares beneficiarios que a su vez se convierten en cesionarios son los casos de José Ramón Espíndola, Salvio Montenegro y el Coronel Manuel Obligado. El Coronel Manuel Obligado posee derechos sobre 26.998.416 m2 ubicados en el departamento San Justo, habiéndose escriturado en el año 1892.  José Ramón Espíndola es cesionario de 8 militares, con derechos sobre 120.742.916. m2. en los Dptos. Caseros y Garay. Salvio Montenegro es cesionario de 15 militares con derechos sobre 56.246.700 m2 ubicados en el departamento Castellanos, escriturados en 1884. José Ramón Espíndola y Manuel Obligado a su vez ceden parte de los saldos.  

José María Aragón (hijo) tenedor de 24.117.324 m2 en Garay escrituró entre los años 1891 y 1897. Beck y Herzog tenedor de 11.999.296 m2 en San Cristóbal escrituró en 1886, Clusellas José M., tenedor de 6.749.604 m2 en Gral. López, escrituró en octubre de 1885. Albino Crespo tenedor de 23.998.592 m2 en las Colonias escrituró en 1897. Un saldo lo escrituró en el año 1901.

 Rodolfo  Freyre tenedor de 1.748.800 m2  en Rosario, San Javier, San Cristóbal y Castellanos, cesionario de dos militares.

Agustín Iriondo  es cesionario de 6 militares en San Justo con 6.749.604m2 y en Gral. López 60.746.406 y sin ubicación 26.998.416 m2, escriturando entre 1884 y 1889.

Urbano de Iriondo cesionario de un suboficial tenedor de 11.999.296 m2 en Gral. López escrituró en 1888.  

Juan B. Iturraspe tenedor de 16.413.043 m2 en San Jerónimo y Gral. López escrituró entre 1886 y 1891.

Ciento cuarenta y tres (143) corresponden a militares, el resto son operaciones realizadas entre cesionarios, transfiriendo saldos.

CESIONARIOS, NEGOCIO DE TIERRAS Y COLONIZACIÓN, PODER POLÍTICO Y BUROCRACIA ESTATAL. 

Entre los cesionarios hay muchos apellidos vinculados al negocio de tierras y colonización; y a la fundación de pueblos y colonias. La fundación de estos pueblos y colonias se produce entre 1858 gobierno del Cnl. Rosendo Fraga, y 1892 gestión del Dr. Juan M. Cafferata.

En el Dpto. Castellanos J. Bernardo Iturraspe: funda Angélica (1886), Colonia Iturraspe (1883), Eustolia (1888), junto a José Gálvez © Gálvez (1884), San Vicente (1883), en el Dpto. Constitución Alcorta (1892); en el Dpto. Las Colonias: La Pelada (1892).; en el Dpto. San Cristóbal: Colonia Bossi (1892), Soledad (1892), en el Dpto. San Lorenzo Ortiz (1886), y en el Dpto. San Martín: junto Ortiz y Cía (p) Sastre (1886)

Clucellas Hnos. en el Dpto. Castellanos.: Estación Clucellas (1885). En el Dpto. Gral. López Jacoba P. De Larrechea © con Wheelwright (1889). Manuel Obligado © con Reconquista (1872) en el Dpto. Gral. Obligado. José María Aragón (p) con Nelson (1889).

Gessler junto a T. Cullen, y E. Wollenwaider en Las Tunas (1868) Dpto. Las Colonias.

Carlos Beck y Herzog en San Carlos Centro (1858), San Carlos Norte (1858), San Carlos Sud (1858) y Santa María Centro (1869) por medio de Sgo. Denner, su Cía. Liquidadora.

Ledesma Hnos. Arocena (1890) en el Dpto. San Jerónimo. En el mismo Dpto. Rodolfo Gessler y Mauricio Franck fundan Gessler (1872). Pedro Larrechea funda Larrechea (1867)

A. Iriondo junto a F. Leiva fundan Silva (1891) en el Dpto. San Justo. Sixto Sandaza funda Castelar (1889) en el Dpto. San Martín. M. Leiva y E. Alemán fundan Vera (1891) en el Dpto. Vera.

Tiburcio Reyes y hermanos fundan en 1888 la colonia Tres Reyes (posteriormente descalificada) y el pueblo San Bernardo, en el departamento San Justo. Fueron tenedores de las tierras de cinco militares con un monto de 49.497.096 m2.. Compran en la misma fecha de la escrituración 1874, el saldo de 63.496.568 que posibilitó la tenencia de 107.993.664 m2.

En 1877 aparece como proveedor del Gobierno de la Provincia en las colonias San Carlos, San Jerónimo, Franck y Las Tunas. 
Tiburcio Reyes era egresado de la Facultad de Estudios Superiores de los Jesuitas (1889-1895). Le cupo una destacada y prolongada actuación pública ya que fue Secretario de la Jefatura de Policía de la Capital, vocal del Superior Tribunal, miembro de la Comisión de Fomento de San Justo, a la que renuncia en 1908. 

En el año 1886 vendió las tierras que poseía al este de la Colonia Helvecia, sobre el arroyo Saladillo Dulce con acceso a los anegadizos,
 “producido que posiblemente haya destinado a las fundaciones del Dpto. San Justo”
.

En esta operación intervino como apoderado de Tiburcio Reyes, Emilio Goupillaut presidente del Dpto. Topográfico, cuya organización fuera aprobada por decreto del año siguiente.

Emilio Goupillaut fue cesionario del coronel Hilario Zabrozo con 26.998.418 m2 en el Dpto. San Javier. Las tierras fueron escrituradas en 1885.

Victoriano Rosas y su hermano Celestino son oriundos de Córdoba. 
Victoriano fue cesionario del Teniente Coronel Echevarría Sandalio por 20.799.000 m2 ubicadas en San Justo y escrituradas en 1890. Se hermano Celestino es apoderado de la Cía. Kemmerich, en la protocolización de títulos en la venta de una fracción de la estancia “Los Algarrobos” situada en el Dpto. San Javier, propiedad de la Testamentaria de Mariano Cabal. 

Eudoro Rosas es cesionario del Sargento Mayor José A. Pita por 11.999.120 m2 en el Dpto. San Justo. Estas tierras fueron escrituradas en el año 1883. Su padre Pascual, originario de Rosario, 
es el fundador del pueblo Santa Rosa en el Dpto. Garay en el año 1861.

De los cincuenta y seis (56) cesionarios, veinticinco (25) eran personas vinculadas al negocio de las tierras y  colonización. De estos notables quince (15) entre 1858 y 1992 llevaron a cabo la fundación de 25 pueblos. Entre estos cesionarios encontramos personas vinculadas al poder político que llegaron a ocupar la primera magistratura provincial. Pascual Rosas gobernador (1860-1861) padre de Eudoro Rosas cesionario. Juan Manuel Zavalla, vicegobernador de Servando Bayo (1874 y 1878) y del Dr. José Gálvez (1886-1890),  en el año 1889 solicita se le declare comprendido en los beneficios que acuerdan las leyes por servicios militares
; Luciano Leiva gobernador (1894-1898),  Juan Bernardo Iturraspe gobernador (1898-1902)  y Rodolfo Freyre gobernador (1902-1906).

Urbano de Iriondo, casado con Petrona Candioti hija del conocido terrateniente santafesino Francisco Antonio Candioti, actúa de secretario en la cesión de tierras efectuada a Estanislao López. Es padre del gobernador Simón de Iriondo, quién a su vez casa con Mercedes Zavalla, hermana del gobernador Manuel María Zavalla,

El coronel Pedro Rodríguez del Fresno, resultó beneficiario de un área de terreno de propiedad fiscal, de una legua de frente por una de fondo.
 Sus hermanas fueron las señoras de los gobernadores de Santa Fe: Estanislao López, Domingo Cullen y Domingo Crespo.
 

Algunos estuvieron vinculados al Dpto. Topográfico como Emilio Goupillaut y Floriano Zapata. Otros ocuparon cargos en la función pública como Salvio Montenegro, Jefe Político del Dpto. Las Colonias hacia 1889
 y Sixto Sandazza, intendente de la ciudad de Santa Fe en las fechas 1900-1904. 

De militares beneficiarios que a su vez se convierten en cesionarios se encuentran José  Ramón Espíndola, Salvio Montenegro, y el Coronel Manuel Obligado. Las tierras de José Ramón Espíndola se ubicaron en los Dptos. Caseros y Garay; siendo escrituradas en 1896 y 1897;  Las asignadas a Salvio Montenegro se fijaron en el Dpto. Castellanos, y escrituradas en 1884; y las de Manuel Obligado en San Justo, escrituradas en el año 1892. José Ramón Espíndola y Manuel Obligado a su vez cedieron parte de los saldos. No hay que dejar de mencionar la activa participación en la vida política de oficiales como los coroneles Matías Olmedo, Pedro Rodríguez del Fresno y José Rodríguez. Este último el 18 de septiembre de 1865, ha recibido 26.998.416 Ha. en el departamento Castellanos, siendo confirmadas en abril de 1884.

LAS TIERRAS DE URQUIZA EN MEDIO DE ERRORES DE SUPERPOSICIÓN EN SU LOCALIZACIÓN.

Saralegui y Herráiz son cesionarios  de Liborio Ascurra (Tte. Coronel), Silverio Córdoba (Coronel), Eduardo Lucero (Capitán), Romualdo Vásquez (Tte. Coronel), Bernabé Cepeda (Sarg.Mayor), con una extensión de 83.668.091 m2,  escriturando en julio de 1888, y habiéndose ubicado estas tierras en San Cristóbal, quedando un saldo de 422.975 m2. 

El 5 de setiembre de 1857 la Legislatura santafesina, resuelve donar al General Urquiza un área de terreno de cuatro leguas de frente y cinco de fondo, en campos de la provincia. Esta ley particular, a la que ya se hizo mención, estaba destinada únicamente a beneficiar al general Urquiza. Es el premio que la provincia otorga a Urquiza por su desempeño en la caída del gobierno de Rosas y la posterior Organización Nacional. En 1866, en tiempos de Oroño, se confirma esta donación. Este terreno fiscal se manda escriturar, constando de 539.968.320 m2. 

Hacia 1872, a esta asignación se la encuentra ubicada en el Rincón de San Antonio, lindando al norte con campos de Mariano Cabal y Beck y Herzog; por el este con el río Salado; por el sur con el arroyo de San Antonio y por el oeste también con Mariano Cabal.
. 
En 1874 se presenta Severo Viñas, hijo político del General Urquiza, quién solicita se practique sobre las tierras una nueva mensura a fin de subsanar los errores de superposición habidos con los vecinos,  Cabal y Beck & Herzog, sin los resultados esperados. Finalmente Antonio Saralegui será quien compre a sus vecinos las parcelas en discusión.

Años más tarde, en 1886 la Testamentaria de Justo José de Urquiza aparece al sur de estas tierras, a la latitud de Constanza entre los dos ramales del ferrocarril a Las Colonias

En 1883 la firma Herráiz y Saralegui adquiere el Rincón de San Antonio, por la suma de cuatro millones de pesos.  La firma aparece ocupando las tierras en 1886. 
Hacia 1896 compra los linderos de Beck & Herzog, de modo que al comenzar el siglo XX, sin la presencia de Herráiz, la estancia abarcaba un área de 62 leguas cuadradas. Comprendía 8 establecimientos: La Petronila, La Vizcaína, María Eugenia, San Antonio, San Miguel, La Vicenta, La Sara y Tres Marías
Antonio Saralegui ha compartido con José María Mascías la propiedad del establecimiento “San Bernardo” 15.607 Ha. 43 A. 47 Ca. en el Dpto. Garay.  En San Cristóbal figura con los establecimientos “La Lucila” y “San Miguel”. 

CONCLUSIONES

El gobierno de la provincia de Santa Fe a partir de 1865 premia a los jefes, oficiales y soldados que hicieron la campaña al Paraguay; a los contingentes con que la provincia contribuyó a la formación del ejército nacional, al servicio en las fronteras norte y sur; y a los servicios militares cumplidos en la provincia, adelantándose en dos décadas a la iniciativa nacional, con un preclaro sentido autonómico. 

De las tierras autorizadas a repartir por las leyes generales, superaron con holgura las cifras fijadas. Los beneficiarios resultaron ser 313 y la extensión adjudicada, sin contar las leyes especiales  fue de 192.151 Ha. (71,17 leguas cuadradas). Sobre 1.164 plazas correspondientes solamente a dos batallones que marcharon a la Campaña del Paraguay (El “1° de Santa Fe” con 564 plazas, volvieron 175 y el “Rosario” con 600 soldados sin incluir jefes y oficiales, volvieron 212); se realizaron 169 presentaciones en Escribanía y Ministerio de Gobierno.  En el Dpto. de Topografía hubo  307 ubicaciones concretas, entre los años 1865 y 1919, con la mayor densidad en los Departamentos: Castellanos (Sunchales), Caseros (San José de la Esquina), General López (Melincué) y San Justo (Cayastacito). Los últimos reclamos aparecen entre 1927 y 1935, con relación a San José de la Esquina y Casilda, la mayoría con procedencia de los Juzgados de 1° Instancia de la ciudad de Rosario. 

Gran parte de los militares que solicitaron beneficios cedieron sus derechos a personas que se convirtieron en destinatarios de los premios militares, materializados en  tierras fiscales o valores. Para un universo de ciento sesenta (160) cesiones, ciento cuarenta y tres (143) corresponden a militares, el resto son operaciones realizadas entre cesionarios, transfiriendo saldos. Cincuenta y seis (56) son cesionarios. De los 143 militares, treinta y cuatro  (34) corresponden a soldados. Treinta y dos soldados (32) y doce (12) suboficiales cedieron sus derechos militares sobre tierras a Hugo Mallet  y  éstas fueron ubicadas en el departamento General López, escriturándose el 10 de marzo de 1888.

De los cincuenta y seis (56) cesionarios, veinticinco (25) eran personas vinculadas al negocio de las tierras y  colonización. De estos notables quince (15) entre 1858 y 1992 llevaron a cabo la fundación de 25 pueblos. Entre estos cesionarios encontramos personas vinculadas al poder político que llegaron a ocupar la primera magistratura provincial. 

Algunos estuvieron vinculados al Dpto. Topográfico. Otros ocuparon cargos en la función pública como el Jefe Político del Dpto. Las Colonias hacia 1889 y el intendente de la ciudad de Santa Fe en las fechas 1900-1904. 

De militares beneficiarios que a su vez se convierten en cesionarios se señalaron tres casos. Estas tierras se ubicaron en los departamentos. Caseros y Garay; siendo escrituradas en 1896 y 1897;  el Dpto. Castellanos, y escrituradas en 1884; y San Justo, escrituradas en el año 1892. Dos de ellos a su vez cedieron parte de los saldos. No hay que dejar de mencionar la activa participación en la vida política de oficiales con el grado de coronel.

Sobre los propósitos que llevaron al Gobierno a ceder estas tierras, hay que buscarlos en primer lugar en la política general del gobierno de cesión gratuita de tierras fiscales, política que concluye hacia 1884; y en segundo lugar en el papel que cumplen los servicios militares  en una política de ocupación y defensa del espacio, tradición heredara del dominio español.

En estas zonas se contaba con extensiones de tierra fiscal, que aun no habían sido acotadas por la Colonización. Resultaba  menos oneroso otorgar beneficios sobre tierras fiscales, que cargar el presupuesto con erogaciones dinerarias, cambiando esta situación hacia 1899, cuando se decide el pago de lo adeudado en concepto de servicios militares con el pago en Títulos de la Deuda Consolidada, pagándose en esta forma el equivalente a 1.481 Ha. 91 A. 2 da..  Hacia las postrimerías del siglo XIX queda poca tierra pública y el Fisco tiene mejores ingresos. Se habla de “Compensaciones” que son dinerarias o en bonos. 

En este sentido son importantes los casos de López y Urquiza. El valor de las tierras en el momento de la adjudicación era escaso. Prueba de ello es que Estanislao López nunca fue rico, si bien falleció al poco tiempo de su premio; tampoco sus descendientes. Urquiza nunca lo explotó, sino hasta después de su muerte por sus herederos.

Por otro lado con la población de esas zonas extremas, se aseguraban los espacios colonizados, consolidándose la jurisdicción provincial. Cayastacito, Sunchales, San José de la Esquina, espacios que fueron zonas de  frontera, son áreas que dejan de ser “espacios vacíos”. “Son espacios que se construyen intentando ser ocupados”.

Simón de Iriondo, cuando indica a Carlos de Chapeaurouge la forma en que deben medirse las suertes destinadas a jefes y oficiales que actuaron en la frontera norte, está señalando la iniciación de una serie de acciones a llevar a cabo para ocupar ese espacio vacío. 

Pero salvo el caso de los que recibieron predios importantes por grados militares superiores, muy pocos de los antiguos beneficiarios conservaron y poblaron sus predios. Los militares involucrados, en su mayoría apellidos criollos, eran los últimos “gauchos santafesinos”, o sus descendientes, un grupo humano destinado a extinguirse por efecto de la finalización de las guerras civiles y el paso de una economía netamente pastoril a una economía matizada  por la agricultura gringa. De lo que podemos inferir que la política de premios no afectó el régimen de tenencia de la tierra, contribuyendo en forma mínima desde el punto de vista de los actores sociales a la modernización del sistema.
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